DECLARACIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL EPISCOPADO ARGENTINO SOBRE LA LIBERTAD DE ENSEÑANZA

Después de la declaración relacionada con la libertad de ense​ñanza que el Poder Ejecutivo dio a conocer por medio del Servicio de Prensa de la Presidencia de la Nación el 26 de agosto próximo pasado, nuestro ambiente público ha entrado en agitación apasionada no exenta de violencias.

El debate y la discusión pública sobre este tema como otros simi​lares, siempre que se realicen con altura y en la inquietud que intenta llegar a soluciones fundamentales en la verdad y en la justicia, son el camino ideal que corresponde a la dignidad racional del hombre, al ambiente democrático como el de nuestro país y al bien de la ciudada​nía que necesita luz para ilustrarse y orientarse en una solución que depende también de su parecer y de su voto.

Por eso, no podría molestarnos el debate y la discusión sobre el problema de la libertad de enseñanza: pensamos que ha sido un acierto el dar lugar a un intercambio de ideas esclarecedor del planteo y so​lución del problema; y a una exposición no solo de doctrina teórica, sino también de criterios prácticos, con que este mismo problema ha sido resuelto ya no solamente en naciones de nuestra América, sino en las naciones mas adelantadas y de mayor cultura de la Europa libre del totalitarismo soviético.

Si hay algo lamentable en este proceso de discusión es, sin duda alguna el intento de hacer pesar y valer la imposición y la violencia, que alejan la serenidad necesaria para buscar y encontrar solucio​nes que respondan a la verdad, a la justicia y al bien público.

El apasionamiento y el empleo de la violencia no son el camino para llegar a solucionas objetivamente acertadas en ningún problema en que estén comprometidos los intereses de la comunidad.

La Comisión Permanente del Episcopado Argentino no podría permanecer en silencio mientras se debate el problema de la libertad de enseñanza por doble y grave motivo.

En su solución están en juego derechos inherentes e irrenunciables de la Iglesia cuyos Obispos y Pastores somos; de su recta solución de​pende el progreso de la cultura en nuestro país, cuyos ciudadanos somos y a cuyo bienestar y grandeza nos debemos.

Por eso sentimos la necesidad de dirigirnos a nuestros fieles, para recordarles sus responsabilidades para que las asuman y sus derechos para que los defiendan.
Por eso también queremos dirigirnos a todos nuestros conciudada​nos para exponerles con claridad la posición de la Iglesia en este pro​blema, y las intenciones de cumplir con nuestros deberes, buscando el bien de nuestra Patria en el concierto del común amor a la gran familia argentina, cuyo bienestar y grandeza debe ser la aspiración más profunda y noble de todos sus hijos.
PROBLEMA DE CULTURA GENERAL, DE LIBERTAD Y DE JUSTICIA
Ante todo es necesario dejar bien establecido que este problema no debe ser sacado de quicio considerándolo como un problema funda​mentalmente religioso; menos aun, convirtiéndolo en un problema político.

El problema de la libertad de enseñanza es ante todo y sobre todo un problema de cultura general, de libertad y de justicia.

En realidad este problema nos coloca frente a un dilema: debemos elegir entre “monopolio de la cultura y de la enseñanza por parte del Estado” contra los derechos de la persona humana, de la familia y de las sociedades autónomas intermedias; o “libertad de cultura y de enseñanza” contra las tendencias totalitarias del Estado que se extralimita en sus funciones.

He aquí, pues, en último término, el problema.
La libertad de aprender y de enseñar, que radica en el derecho que tiene la persona humana a la verdad, no puede ni debe tener otras limitaciones que las que impone la obligación de respetar el orden público básico y la moral pública necesaria para la convivencia huma​na, que el Estado debe tutelar, cumpliendo con una función que le es propia.

Pero si esta función propia del Estado es legítima, debemos de​clarar que no lo podría ser jamás la limitación impuesta a la cultura y a la enseñanza por un monopolio absorbente estatal que desconoce los derechos de las personas, de las familias, de las sociedades autónomas, y en nuestro caso, aun de los Municipios y de las Provincias que son Estados Federales con poderes Ejecutivo, Legislativo y .Judi​cial propios, pero despojados injustamente del derecho de tener ense​ñanza secundaria y universitaria autónomas.

El monopolio estatal del comercio, de la industria o del deporte no es más injusto y desastroso que el monopolio de la cultura y de la enseñanza con la consiguiente negación y supresión de los derechos inalienables de personas y sociedades autónomas ,.jurídicamente orga​nizadas y reconocidas por el Estado y, entre ellas, de la Iglesia con​siderada como Sociedad necesaria.

Se hace difícil comprender cómo, en nuestro país, pueda mantenerse aún un monopolio estatal de la enseñanza, cuando la mayoría de ​los países americanos se ha liberado ya del mismo por ser supresión de. la más esencial de las libertades humanas.

En realidad, todo está exigiendo la libertad de enseñanza en nues​tra Patria: su estructura republicana y democrática, su Constitución y su amor tradicional a las libertades humanas.

No es el caso de analizar esta contradicción existente entre la afir​mación teórica de la libertad y su negación por un monopolio real que se intenta defender aún.

Pero no podemos dejar de señalar que desconcierta comprobar que, en este caso singular, no es el Poder Estatal quien pretende man​tener el monopolio de la enseñanza, arrogándose derechos al estilo to​talitario, sino aquellos que deberían defender ante el gobierno las li​bertades públicas.
CONFIAMOS EN EL PODER DE LA VERDAD

Por eso hemos afirmado el acierto con que se ha dado lugar al debate y a la discusión de altura.

Confiamos en el poder dinámico de la verdad: ella es la única que, con su evidencia se impone a las inteligencias, sin necesitar ni de la fuerza ni de la violencia.

Confiamos también en el amor al progreso de nuestras instituciones que anima a nuestros conciudadanos, cada día mejor preparados intelectualmente y ávidos de ejercer sus responsabilidades, con cono​cimiento adecuado de los problemas.

Es un hecho innegable que el mundo moderno se ha librado, en buena parte, del monopolio estatal de la enseñanza impuesto a prin​cipios del siglo XIX por Napoleón e imitado por  las naciones europeas. Estamos en marcha de recuperación de la libertad de enseñanza y persuadidos de que sus derechos innegables serán comprendidos y de​fendidos por la ciudadanía.
NO SE TRATA AHORA DE ENSEÑANZA RELIGIOSA

Tampoco el problema de la libertad de enseñanza se identifica con el de la enseñanza religiosa.

Mal planteo del problema es repetir: “Enseñanza laica, sí; reli​giosa, no”.

El problema es más general y más profundo. Es evidente que el de la enseñanza religiosa está implícitamente contenido en él. Si hay libertad de enseñanza querrá decir que en la enseñanza privada habrá enseñanza religiosa para aquellos cuyas familias la quieren; pero sin que se suprima la enseñanza laica para aquellos cuyos padres la quieran.

No se trata pues de un dilema en que se debe elegir uno de los dos términos: o “enseñanza laica”, o “enseñanza religiosa”.

Sin embargo, las reacciones del ambiente están reflejando más que una preocupación, una hostilidad contra la Iglesia, como si ella fuera. el peligro de la hora.

No podríamos negar, sin faltar a nuestros deberes, que la Iglesia está defendiendo derechos irrenunciables inherentes a .su misma natu​raleza y esenciales a su misión, cuando defiende la libertad de enseñanza. Pero Nos complacemos en afirmar que al defender derechos propios y legítimos, sin los cuales no podríamos cumplir con la misión propia de la Iglesia, vamos mas allá, defendiendo los derechos y la dignidad de la persona humana, de la familia y de la misma sociedad.
NO PEDIMOS PRIVILEGIOS

La Iglesia no pide ahora ningún privilegio en su favor. La Iglesia prosigue su defensa activa y permanente de la libertad de enseñar y de la libertad de aprender que corresponde al hombre y a las instituciones: este ha sido siempre y es aun, en muchas partes, su combate para poder cumplir con la misión que le confió su Divino Fundador.

No sería posible recoger -ni lo queremos intentar- objeciones y cargos que se hacen a la Iglesia.

Pero no dejaremos pasar en silencio la insinuación que atribuye a un compromiso político con la Iglesia la iniciativa del Excmo. Señor Presidente de la República.

Ciertamente, él tiene un compromiso de defender la libertad de en​señanza; pero no es privado y particular, sino público: no es compro​miso con la Iglesia Católica y con sus Obispos, sino con el pueblo de la República ante el cual expuso públicamente, antes de su elección, como uno de los puntos de su futuro programa de acción, la libertad de enseñanza.

Nosotros declaramos que esta es la verdad y que toda afirmación que se haga en otro sentido no responde a la realidad de las cosa.
INTERVENCIÓN LEGÍTIMA DEL ESTADO

Por lo demás es evidente que al defender la libertad de enseñanza no negamos la intervención legítima del Estado.

El estado actual del debate y la discusión ha dejado ver bien como se ha creado una verdadera confusión en torno al problema de la liber​tad cultural en general y de la liberad de enseñanza en particular: se ha acentuado una desconfianza en los efectos peligrosos que aca​rrearían al país las actividades de las instituciones privadas de enseñanza.

Podría serlo, en efecto, si ellas desarrollaran sus actividades incontroladas por el Estado.

Pero en estas, como en otras actividades, el control legítimo del Estado se impone como regulador y armonizador de los derechos privados y de la libertad de las personas e instituciones particulares y de las derechos del bien público.

Si la libertad de enseñorea reclama el derecho de abrir escuelas, de aplicar métodos e ideologías propias para poder actuar en la vida nacional, el Estado cumpliendo con su función superior de tutelar los derechos de la comunidad y del bien común, respetando la esencia de la libertad de enseñanza, puede y debe exigir las “garantías públicas necesarias” para que las instituciones docentes privadas contribuyan eficazmente al bien público.

El Estado podrá exigir todos los requisitos indispensables para asegurar la eficacia de una contribución renovadora, no sólo sin desmedro del bien común, sino para su acrecentamiento y desarrollo.

No necesitamos señalar cuales deberán ser tales requisitos: el estu​dio y determinación de la reglamentación pertinente es de su competencia y puede contar, no solo con experiencia ya consagrada en diversas formas y países de cultura y enseñanza prestigiosa, en Europa y América, sino también con la experiencia de personas capaces que podrán ser oídas, pudiendo contraponer las ideas de múltiples y diversos sectores que darán lugar a establecer criterios acertados.

EN NUESTRO PAIS NO HAY PLENA LIBERTAD DE ENSEÑANZA.

Finalmente, la discusión y el debate públicos han puesto de ma​nifiesto persuasiones sin fundamento alguno, como la de que en el país existe ya libertad de enseñanza: lo demostraría la existencia de los colegios e institutos privados. Las respuestas no se han hecho esperar y han sido eficaces.

La libertad existente ni es “integral”, ni es “plena”, sino “pre​caria”, “reducida”, “insuficiente” y “decapitada” como se ha escrito con exactitud.

El Estado, para los efectos civiles, no reconoce la enseñanza im​partida en los institutos privados: en cuanto se refiere a las Universi​dades hasta ahora no hay otra posibilidad que la de concurrir a las oficiales.

Por lo demás el debate ha ya aclarado más que suficientemente el problema de los títulos habilitantes y de los títulos académicos. Se ha impuesto ya no solamente la distinción entre títulos académicos y títulos habilitantes, sino también la distinción entre la función docente de la Universidad y la función gobernante -en este caso, habilitante ​del Estado.

La función del Estado no es la docente: por eso, corresponde a la Universidad, sea estatal o sea privada, la misión de enseñar y acreditar con títulos universitarios o académicos la capacidad de sus egresados en las materias con cuyos títulos lo certificaban.

Es, pues derecho nato de las Universidades el enseñar y formar en las disciplinas científicas, filosóficas, culturales y artísticas, etc., y dar títulos académicos.

Pero el Estado tiene la función de tutelar el bien público y por eso, en el ejercicio de las profesiones que pueden afectar el orden pú​blico, a él corresponde otorgar los títulos habilitantes, no sólo para las Universidades privadas sino también para las estatales.

La forma de hacerlo, determinando los órganos que otorgarán los títulos habilitantes para el ejercicio de las profesiones, previa compro​bación de competencia, corresponde al Estado.

No se puede, pues, seguir pensando en una solución similar a la de los colegios secundarios privados adscriptos a los oficiales, para solucionar el problema de las Universidades privadas. Seria inadmisi​ble teórica y prácticamente, porque el debate público ya ha hecho luz y la libertad integral de enseñanza se impondrá a la conciencia pú​blica, sin desmedro de los derechos del Estado y sin suprimir los de​rechos de la persona humana y de las instituciones privadas.

Así desaparecerá el monopolio estatal de la enseñanza en nuestro país, ya que él es incompatible con el articulo 14 de la Constitución Nacional y con el articulo 25 inc. 3 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas del 10 de diciembre de 1948, que dice: “Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos”.

No estará de más repetiros aquí las palabras admonitorias de S. S. Pío XII: “Un Estado que se atribuya a sí mismo exclusivamente la ta​rea de la educación y prohiba a los privados o a los grupos indepen​dientes asumir una responsabilidad en este campo, manifiesta una pre​tensión incompatible con las exigencias fundamentales de la persona humana. El ideal de la libertad de la escuela es admitido por todos los regímenes políticos que reconozcan los derechos del individuo y de la familia”. (Alocución de S. S. Pío XII, del 10-XI-57, a la I Asamblea de Escuelas Privadas Europeas).

Como habéis comprobado el problema de la libertad de enseñan​za es problema general de cultura y de enseñanza en particular, de libertad y de justicia.

Ahora bien, el desarrollo de la cultura exige un ambiente de li​bertad que es propio de toda cultura. Por eso es problema de libertad.

Y es de justicia porque sin libertad de enseñanza es menester privar de sus derechas a la persona humana, a la familia y a las ins​tituciones privadas.

Parécenos pues haber cumplido un deber grave como Obispos y como ciudadanos, al defender los derechos de la Iglesia y los derechos y la dignidad de la persona humana, de la familia y de las institucio​nes organizadas, frente a las imposiciones del Estado.

Rechazamos el régimen de imposición de un solo partido, de una sola prensa y de una sola ideología estatal: y está bien.

Rechacemos ahora también la imposición del monopolio del Estado sobre la enseñanza, reclamando su libertad.

Habremos conseguido así que las generaciones jóvenes de nuestra Patria no se habitúen a tolerar imposiciones injustas, y que se opon​gan siempre a todo intento de totalitarismos más amplio y general.

Dado en Buenos Aires el once de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho.

Firmado: Ernesto Segura, Director del Secretariado Permanente del Episcopado Argentino. Antonio Card. Caggiano, Presidente de la Comisión Permanente del Episcopado Argentino.
